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El concepto de justicia social apareció hace un siglo en el derecho internacional, en el 
período posterior a las masacres de la Primera Guerra Mundial, bajo forma de 
declaración solemne inscrita en el Tratado de Versalles en 1919 y que todavía ocupa un 
lugar primordial en el Preámbulo de la Organización Internacional del Trabajo:  

La paz universal y permanente sólo puede basarse en la justicia social.  

El llamamiento a una paz basada en la justicia social ha tenido pocos efectos en el 
período de entreguerras. La creación de la OIT no ha bastado para evitar los desastres 
económicos y políticos generados por la impericia social del capitalismo, cuyos puntos 
culminantes fueron la crisis de 1929 y la transición de numerosos países a regímenes 
dictatoriales y belicistas. Como bien es sabido, la respuesta americana a esta crisis fue 
distinta, con la experiencia del New Deal, que inspiró en gran medida las grandes 
orientaciones adoptadas después de la Segunda Guerra Mundial. Así es como el vínculo 
establecido en 1919 entre la justicia social y la paz entre las naciones se reconoció en la 
Declaración de Filadelfia (1944), según la cual:  

La experiencia ha demostrado plenamente cuán verídica es la declaración 
contenida en la Constitución de la Organización Internacional del Trabajo, según la 
cual la paz permanente sólo puede basarse en la justicia social. 

Nunca se insistirá demasiado en esta referencia a la experiencia. La justicia social no 
solo se ha reconocido en el derecho internacional como un ideal, un deber moral que 
pesaría sobre las naciones y debería equilibrar el realismo político y económico. Ella 
misma se identifica con el realismo, más concretamente con la experiencia histórica que 
siempre ha presenciado cómo la humillación y la miseria generaban un odio y una 
violencia que repetidas veces a lo largo del siglo XX ha superado los límites de lo 
imaginable. 

Desde enero de 1941, en su famoso discurso de las «cuatro libertades», el presidente 
Roosevelt estableció un estrecho vínculo entre la realización de la justicia social y la 
defensa de la democracia. Volvió a recordar este vínculo en enero de 1944 en su 
discurso sobre la «Segunda Carta de Derechos», que anunciaba lo que iba a convertirse 
en la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948.  

Hemos llegado a una clara conciencia de que la verdadera libertad individual no 
puede existir sin seguridad económica e independencia. Los hombres necesitados 

                                                           
1 Conferencia de apertura del XXI Congreso de la Sociedad Internacional de Derecho del Trabajo y la 
Seguridad Social (Ciudad del Cabo, 15-18 de septiembre de 2015). 
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no son hombres libres. Las personas que padecen hambre y no tienen trabajo son el 
material del que están hechas las dictaduras 1. 

La afirmación según la que los hombres necesitados no son hombres libres, se ha 
tomado de una sentencia del caso Vernon vs. Bethell de 1762. Así, Roosevelt pretendía 
anclar en la larga historia del Derecho consuetudinario (Common law) la idea de que la 
justicia social no es un lujo que la democracia podría permitirse o no; sino una 
condición propia de su existencia y de su capacidad de resistencia ante cualquier forma 
de dictadura. Lejos de conducir a las democracias occidentales por el «camino de la 
servidumbre» (como la reescritura neoliberal de la historia quisiera hacer creer)2, el 
ideal de justicia social les permitió no dejarse llevar. 

Este ideal no es ni el de una justicia trascendente impuesta desde arriba por un dictador 
supuestamente benévolo, ni la de una justicia inmanente que surge de forma 
espontánea del libre juego de las leyes supuestamente científicas, ya sea las de la raza, 
de la Historia o del Mercado. La justicia social evita estos dos escollos, ya que combina 
una dimensión axiológica y una dimensión procesal. Su dimensión axiológica está 
vinculada con la dignidad humana y a los derechos económicos, sociales y culturales que 
se derivan de ella. Su dimensión procesal procede a la vez de la libertad de empresa y la 
libertad sindical, cuya tensión, regulada por el derecho a huelga y a la negociación 
colectiva, permite convertir las relaciones de poder en relaciones de derecho. 

La adopción de la Declaración de Filadelfia se adoptó en este marco de pensamiento 
poco después del discurso de Roosevelt. La Declaración no se contentaba con reafirmar 
la necesidad de la justicia social a escala internacional, sino que pretendía subordinar 
«todos los programas de acción y medidas de naturaleza económica y financiera» a la 
consecución de este objetivo. Con este fin, la Carta de La Habana, adoptada en 1948 pero 
jamás ratificada, preveía la creación de una Organización Internacional del Comercio 
(OIC) una de cuyas misiones habría sido el cumplimiento de los objetivos de pleno 
empleo y el aumento del nivel de vida establecidos en la Carta de las Naciones Unidas. 
Sus estatutos le exigían principalmente luchar contra los excedentes y los déficits de las 
balanzas de pagos, favorecer la cooperación económica y no la competencia entre los 
Estados, promover el respeto de las normas internacionales del trabajo, controlar los 
movimientos de capitales, trabajar en la estabilidad de los precios de los productos 
básicos... En definitiva, su papel habría sido más o menos el contrario de aquel que se le 
asignó a la Organización Mundial del Comercio (OMC) en su creación en 1994. 

El fracaso de este proyecto no ha condenado la justicia social a la esterilidad jurídica. 
Pero sus hijos han visto la luz en el derecho interno. Inscrita en la cabecera de 
numerosas constituciones, ha conducido a una transformación de los Estados en la 
mayoría de países industriales. Convertida en «social», cada uno de ellos la ha 
interpretado y aplicado a su manera, equipándose con un derecho de trabajo y un 
sistema de seguridad social y servicios públicos que correspondían a su historia y su 
tradición jurídica. De ahí su extrema diversidad de un país a otro. Esta difracción en 
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modelos nacionales distintos es una característica esencial de la justicia social del siglo 
XX. Su dimensión internacional ha permanecido limitada y en un segundo plano. La 
ratificación de los convenios de la OIT expone en efecto a los Estados a una «doble 
condena»: por un lado, deben respetar el sistema de control y vigilancia de la OIT y por 
el otro, deben privarse de una ventaja comparativa con respecto a sus competidores3. Es 
así que solo los han ratificado en la medida en que el nivel de exigencia social de estos 
convenios era inferior al de su derecho interno. A escala internacional, la mayor 
injusticia social era en realidad la que resultaba de la colonización. Para repararse, 
habría supuesto una solidaridad económica internacional que el fracaso de la Carta de la 
Habana había cortado de raíz. 

Desde entonces se ha abierto una brecha entre las normas sociales y las normas 
comerciales internacionales que no ha dejado de crecer en el transcurso de los últimos 
40 años. En efecto, la promoción de la justicia social se presenta aún como uno de los 
deberes asignados a los Estados por la «Carta de Derechos y Deberes Económicos de los 
Estados», adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 14 de diciembre 
de 1974 para «establecer y mantener» entre países industriales y países en desarrollo 
«un orden económico y social justo y equitativo»4. Pero a falta de un acuerdo entre los 
países ricos sobre el conjunto de sus disposiciones, esta Carta nunca ha tenido un 
carácter jurídicamente vinculante. Desde una mirada retrospectiva, forma parte del 
canto del cisne de los proyectos de justicia social internacional que surgieron a raíz de la 
guerra. Durante la misma década, el abandono de las paridades cambiarias fijas en 
beneficio de las monedas flotantes, la llegada al poder de Reagan y Thatcher y el 
comienzo de la fusión del comunismo y el capitalismo en China han dado comienzo a 
una era diferente que todavía es la nuestra: la del neoliberalismo y la denuncia de lo que 
Friedrich Hayek ha bautizado como el «espejismo de la justicia social»5. 

Tomando nota del rechazo de los países ricos de llegar a un consenso sobre un orden 
social internacional justo basado en la solidaridad con los países pobres, estos últimos 
se han comprometido en la vía libre para la creación en 1994 de la Organización 
Mundial del Comercio: la de una competición global, donde cada cual debía, en 
conformidad con las tesis liberales de David Ricardo, cultivar su «ventaja 
comparativa»6. Esta ventaja comparativa podía residir en los recursos naturales o en un 
«recurso humano», que estaban así impulsados a sobreexplotar para mantener su 
«competitividad» a escala mundial. La competencia por el menor coste social y 
medioambiental es por tanto la vía que han seguido los países del Sur más poblados 
(China entre los primeros de la fila) con los éxitos económicos y los desastres ecológicos 
que ya se conocen. Evidentemente, este tipo de concurrencia socava las bases del Estado 
social en los países del Norte, comprometidos lo quieran o no en lo que el Primer 
Ministro británico ha denominado una “carrera mundial” (global race)7, es decir, una 
carrera mortal cuya ley de hierro es la reducción del coste de trabajo, convertida en el 
alfa y la omega de las políticas económicas seguidas por todos los partidos de gobierno 
en Europa8. En cuanto a los países cuyos Estados estaban demasiado débiles como para 
seguir este camino, en particular varios países africanos, han sido entregados sin 
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defensa a la competencia internacional, al saqueo de sus recursos naturales y a los 
planes de ajuste estructural del FMI. Una parte significativa de su «recurso humano», 
sobre todo de su juventud, busca por tanto la salvación en una emigración de masas, tan 
arriesgada para ella como desestabilizadora para los países de inmigración. 

Las mismas razones producen los mismos efectos: el intento de fundar mediante el 
Protocolo de Kyoto (2005) un orden jurídico internacional susceptible de preservar el 
futuro climático del planeta ha conducido hasta el día de hoy a un fracaso rotundo, los 
países más grandes tanto del Norte como del Sur se niegan a perder «la ventaja 
comparativa» inherente a lo que la teoría económica estándar denomina su «derecho a 
contaminar»9. De ahí un orden jurídico internacional esquizofrénico, cuyo hemisferio 
económico incita a no ratificar o aplicar las normas cuyo hemisferio social o ecológico 
proclama la necesidad y la universalidad. 

¿Qué es lo que se puede retener de este planteamiento histórico y jurídico de la justicia 
social? ¿Hay que considerar, como insisten desde hace 30 años las doctrinas y las 
reformas neoliberales, que esta vieja dama centenaria es de hecho un vampiro 
liberticida al que hay que clavar una estaca en el corazón y enterrar definitivamente 
para que se establezca la única justicia que tiene valor: la justicia inherente a las fuerzas 
del mercado? Por tanto en el futuro el perímetro de la justicia social se limitaría a 
algunos derechos fundamentales, y a la captación correlativa de los segmentos 
potencialmente lucrativos de la seguridad social a través del mercado de seguros. La 
justicia social debería así correr la misma suerte que el anarco-capitalismo prometió al 
Estado, que es «reducirlo a un tamaño lo suficientemente pequeño como para poder 
ahogarlo en la bañera»10. 

Esta llamada para terminar con el «espejismo de la justicia social» desconoce el hecho 
de que sin ella, tanto mañana como ayer, no habrá una paz duradera. El olvido de esta 
lección de historia es en la actualidad una de las causas de violencias inéditas que 
acompañan a la descomposición de los Estados más débiles. Las tensiones y las 
desigualdades generadas por la globalización hacen que resurjan solidaridades en la 
acción, como se ve en situaciones tan diferentes como las huelgas en China11 y los 
levantamientos del mundo árabe, pero también y sobre todo, resurgen las solidaridades 
de exclusión, fundadas en reidentificaciones religiosas, étnicas o tribales, que son el 
terreno en que prospera el terrorismo12. 

En este contexto la justicia social vuelve a ser una prioridad política sobre todo en los 
grandes países emergentes, que no la consideran como un obstáculo para el desarrollo, 
sino por el contrario, como una de sus condiciones más urgentes. De ahí las notables 
innovaciones institucionales, como el programa «bolsa-familia» en Brasil, o la Ley 
Nacional de Garantía del Empleo Rural (National Rural Employment Guarantee Act) en 
India. Incluso en Estados Unidos, patria del anarco-capitalismo aunque también del New 
Deal, la reforma de la ObamaCare (o Ley de Protección al Paciente y Cuidado de Salud 
Asequible) es testigo de esta renovación. Renovación necesaria, ya que si la base 
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axiológica de la justicia social es intangible —es la igualdad de dignidad de los seres 
humanos proclamada al terminar la Segunda Guerra Mundial— , su puesta en práctica, 
en cambio, es diversa y evolutiva, y debe responder a los tiempos que corren. Estos 
tiempos se caracterizan por la creciente interdependencia de todos los pueblos del 
mundo y por tanto la justicia social en el siglo XXI debe considerarse a escala 
internacional. A esta escala, ella posee nuevas dimensiones cuyo alcance iniciaremos a 
analizar (I) antes de explorar las vías para su realización (II). 

I – Las nuevas dimensiones de la justicia social 

Ya existen los signos de una reconfiguración de la justicia social que no ceda ante la 
fascinación ni el abatimiento frente al rodillo compresor de la globalización, pero que 
vaya en el sentido de una mundialización respetuosa de la diversidad de los hombres y 
sus entornos vitales13. Esto supone no reducir la justicia social a un zócalo mínimo de 
derechos fundamentales, que sería más o menos el derecho a no morir de frío y de 
hambre, sino de enriquecerla con tres dimensiones ignoradas o negadas por el Estado 
social: la dimensión de la justicia del comercio internacional, la justicia en los informes 
de lealtad económica y por último, la de la justicia en la división del trabajo. 

La justicia del comercio internacional 

La conversión general al dogma neoliberal ha sido en todas partes la fuente de una 
profundización vertiginosa de las desigualdades y de un enriquecimiento rápido de las 
clases dirigentes, que en todos los países son las principales beneficiarias. No es 
sorprendente que en tal situación los países con salarios bajos se hayan opuesto 
enérgicamente en 1996 a toda idea de cláusula social de los tratados de comercio con el 
motivo de que «no debe cuestionarse en absoluto la ventaja comparativa de los países, 
en particular de los países en desarrollo de bajos salarios»14. La propia OIT ha mostrado 
lealtad a la OMC sobre este punto, destacando dos años más tarde en su Declaración 
relativa a los principios y derechos fundamentales del trabajo que «no debería en modo 
alguno ponerse en cuestión la ventaja comparativa de cualquier país sobre la base de la 
presente Declaración y su seguimiento.»15. La OIT apenas podía ir más lejos en una 
negación de sí misma, y un remordimiento de esta renegación de sus principios 
fundadores se vislumbraba 10 años más tarde en su Declaración de 2008, cuyos 
términos son más equilibrados: «la violación de los principios y derechos 
fundamentales en el trabajo no puede invocarse ni utilizarse de modo alguno como 
ventaja comparativa legítima y que las normas del trabajo no deberían utilizarse con 
fines comerciales proteccionistas»16. 

Desde el fracaso de la Carta de la Habana, los Estados son juzgados como los únicos 
responsables de la justicia social, siendo el papel de la OIT alentarlos y asistirlos en el 
ejercicio de esta responsabilidad. Esta vía esencialmente nacional era factible en un 
orden jurídico internacional basado en los Estados soberanos, dueños de su política 
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comercial y monetaria. Pero este orden ha cambiado desde que la libre circulación de 
mercancías y de capitales se ha convertido en la norma. Combinada con la revolución 
informática, la eliminación de las fronteras del comercio ha conducido a una 
transformación radical de las grandes empresas, es decir, a una transformación de las 
formas de organización del trabajo a escala mundial. A las grandes empresas fordistas -
— organizaciones fuertemente integradas y jerarquizadas que funcionaban bajo los 
auspicios de un Estado y de sus leyes fiscales, sociales y medioambientales — les 
siguieron redes y cadenas internacionales de producción, que practican la 
«optimización» en estos ámbitos, es decir, eluden el imperio del estado de derecho (rule 
of law), para disfrutar plenamente de las oportunidades de un ordenamiento jurídico 
más complaciente (law shopping). El mundo ya no se presenta ante a ellas como un 
pavimento de Estados soberanos, sino como una inmensa mesa de juego, donde es 
posible enfrentar a una legislación con otra. 

Un sistema así mina las bases financieras del Estado social allí donde este era el más 
desarrollado, y frena su construcción en los países emergentes, siempre amenazados de 
perder su «ventaja comparativa» si se atreven a enriquecer el coste del trabajo, 
aumentar el importe de impuestos o proteger la naturaleza. También debilita a las 
propias empresas. Su organización reticular las expone a nuevos riesgos, en la medida 
en que estas no ejercen más que un control indirecto sobre la cadena de fabricación de 
sus productos. Y además se encuentran sometidas a exigencias de rentabilidad a corto 
plazo cada vez más elevadas a pesar de la seguridad de sus actividades y de sus 
necesidades de inversión a largo plazo. 

La eliminación de las fronteras del comercio también afecta al equilibrio de las fuerzas 
en el que se basa la justicia social. Mientras que las empresas pueden desplegarse 
libremente en un escenario mundial, las libertades colectivas de los trabajadores 
permanecen encerradas en la jaula de los derechos internacionales. Y a esta escala 
mundial, la presión ejercida por el «ejército industrial de reserva»17, ya sea la de los 
desempleados y trabajadores precarios o la de los países con costes de mano de obra 
bajos, menoscaba las bases económicas y sociológicas del sindicalismo. A favor de esta 
ruptura en la igualdad de armas, ha surgido una ofensiva jurídica contra el derecho a 
huelga. El derecho del trabajo pone en tensión la libertad de emprender y la libertad 
sindical. Para que esta tensión sea un factor de realización de la justicia social, las 
libertades colectivas no deben estar subordinadas a las libertades económicas y los 
sindicatos tienen que poder influir en las empresas a través de acciones colectivas, entre 
ellas la huelga. En regímenes como los de la Unión Europea o de la China comunista, 
donde las grandes decisiones de políticas económicas están fuera del alcance electoral, 
la huelga es incluso la última arma de la que disponen los ciudadanos para cuestionar 
los efectos más injustos de estas políticas. Esta es el arma que el Tribunal de Justicia 
Europeo quiere dejar sin efecto desde 2007 mediante la prohibición de las huelgas 
dirigidas contra las deslocalizaciones o los desplazamientos internacionales de mano de 
obra. Este cuestionamiento no es solo asunto de los regímenes económicos autoritarios. 
Hasta se ha ganado el corazón de la OIT desde que en 2012 la organización 
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internacional de empleadores entró en conflicto con la Comisión de Expertos, con el fin 
de excluir el derecho de huelga del ámbito de aplicación del Convenio sobre la libertad 
sindical (núm. 87). 

Desde el punto de vista de la justicia social internacional, habría que plantearse la 
cuestión inversa: ¿cómo reequilibrar una negociación colectiva, que en la actualidad 
enfrenta a empresas libres de practicar el law shopping a escala mundial y a sindicatos 
cuya acción permanece limitada a la dimensión nacional? Por muy necesaria que sea, la 
defensa del derecho de huelga es una respuesta insuficiente a esta pregunta. Habría que 
ampliar mucho más la gama de las solidaridades internacionales frente a la injusticia, 
dando otras formas de acción colectiva distintas de la huelga como el label sindical o los 
boicots, una base que al mismo tiempo tiene condiciones jurídicas precisas. 

La justicia en los informes de lealtad económica 

La globalización cuestiona profundamente la propia idea del estado de derecho. La 
utopía de un mercado total que dirija todas las actividades humanas sobre toda la 
superficie terrestre, conduce a poner la ley al servicio del cálculo económico. Este es el 
principal objetivo de la doctrina Law and Economics, de la que se conoce la influencia 
considerable en la teoría y la práctica del derecho contemporáneo. Una gobernanza por 
números sustituye así el imperio de la ley, a esta altura sometida a los cálculos de 
utilidad. Pero este derrocamiento del imperio de la ley conduce en la práctica a una 
generalización de los vínculos de lealtad. A falta de estar bajo los auspicios de una ley 
común que se impone a todos, los hombres tejen entre ellos redes de lealtad, en cuyo 
seno cada uno busca la protección de los que son más fuertes que él o el apoyo de los 
que son menos débiles. Los vínculos de lealtad que conforman la trama de estas redes, 
tienen por objeto el sometimiento de un sujeto a los objetivos de otro, que a su vez lo 
controla y le concede cierta autonomía y cierta protección. Este nuevo paradigma da 
cuenta de las nuevas formas de relaciones individuales de trabajo (remunerado o no) 
tan bien como las nuevas formas de organización de las empresas (en cadenas de 
producción y en redes) o las nuevas formas de sometimiento de ciertos Estados, a 
través de su adhesión voluntaria a tratados desiguales o a planes de ajuste estructural 
que los priva de una parte de su soberanía18. 

En cuanto al contrato de trabajo, esta evolución da un nuevo rostro a la subordinación. 
En el universo postfordista que representa actualmente a las grandes empresas, la 
subordinación se entiende menos como una sumisión a unas órdenes que como una 
programación de los comportamientos, reconociéndose cada uno en una esfera de 
autonomía para alcanzar los objetivos cuantificables que le han sido asignados. Pero a 
diferencia de la subordinación jurídica, esta programación del trabajo no se limita 
únicamente al asalariado. Ella estructura las cadenas internacionales de producción y 
motiva el desarrollo de los contratos relacionales19. Evidentemente la programación 
conduce a una difusión de las responsabilidades en las redes de dependencia que no se 
basan en la obediencia, sino en la realización de los objetivos desglosados en la infinidad 
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de filiales, subcontratistas y proveedores, corriendo el riesgo de permitir a aquellos que 
tejen estas redes y sacan partido de librarse de sus responsabilidades y hacerlas recaer 
sobre los subalternos. Por ejemplo, en caso de accidente de trabajo, o de contaminación 
o de quiebra del subcontratista, solo se buscará la responsabilidad de este último, 
mientras quien ha dado la orden, que ha concebido y controlado el sistema de 
producción responsable de estos daños escapará de la jurisdicción de los Estados en el 
territorio en que tienen lugar. 

Los propios Estados tenderán con frecuencia a no asumir sus responsabilidades 
públicas en materia social, medioambiental o fiscal, por temor a que las leyes 
contrayentes disuadan a los inversores de implantarse o de mantenerse en su territorio, 
más aún cuando estos Estados se encuentran a menudo atrapados ellos también en 
vínculos de lealtad, que les privan de todo o de parte de su soberanía. El Estado 
guineano o el Estado griego también serán considerados responsables de la degradación 
de la situación sanitaria de su población, aunque esa misma degradación deriva más 
bien de las instrucciones proporcionadas por el FMI o la Troika. La globalización 
autoriza así las conductas más irresponsables en la gestión de los recursos humanos, 
naturales y financieros. Las más irresponsables y también las más peligrosas, ya que la 
organización reticular de la economía global entraña riesgos sistémicos. 

Pero la estructura del vínculo de lealtad también esclarece los medios para evitar este 
efecto perverso. El poder de control que le confiere a la parte dominante, es también un 
derecho a sobrevivencia y un deber de protección de los intereses a largo plazo de aquel 
que se ha puesto bajo su dependencia. Así resurgió lo que el derecho alemán llamaba el 
Sorgepflicht, un deber de atención que une vigilancia y protección, control y apoyo, y 
que el derecho moderno redescubre bajo el nombre de «deber de vigilancia». La 
evolución del contrato de trabajo es como siempre un buen revelador de esta 
resurgencia. La «flexibilidad» exigida actualmente al asalariado, ve igualada la 
obligación del empleador de velar por el mantenimiento de sus capacidades 
profesionales, además de la obligación de seguridad de resultado. La lógica de un 
vínculo personal a más o menos largo plazo va por tanto más allá de un simple 
intercambio de prestaciones. El deber de vigilancia adquiere distintas formas según se 
trate de trabajo subordinado o no, pero responde en ambos casos a un mismo 
imperativo de justicia social. 

La ampliación de la justicia social más allá del empleo asalariado es por tanto necesaria. 
Ya está en marcha en el concepto de trabajo decente. Promovido por la OIT desde el 
cambio de siglo20, este concepto designa «un trabajo que sea productivo y que produzca 
un ingreso digno, seguridad en el lugar de trabajo y protección social para las familias, 
mejores perspectivas de desarrollo personal e integración a la sociedad, libertad para 
que la gente exprese sus opiniones, organización y participación en las decisiones que 
afectan sus vidas, e igualdad de oportunidad y trato para todas las mujeres y 
hombres»21. Consagrado por la Declaración de 2008 para una globalización equitativa, 
la programación del trabajo decente se dirige no solamente a los asalariados, sino a 
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«todos los trabajadores», así como «al conjunto de empresas» a las que hay que 
asegurar la durabilidad22. 

La justicia en la división del trabajo 

En el siglo XX, el perímetro de la justicia social se vio limitado a la remuneración y a la 
duración del trabajo, así como a su inocuidad física. Por el contrario, se ha excluido de 
este perímetro la división del trabajo, es decir todo aquello relacionado con su 
organización, su sentido y su contenido. Desde el momento en que no ponía en peligro 
la seguridad física del asalariado, el trabajo como tal nos hacía pensar a una 
«organización científica», la única para asegurar su eficacia. Tanto en un terreno 
comunista como en uno capitalista, la deshumanización tayloriana del trabajo no podía 
ser injusta a los ojos de los que pensaban que era necesaria23. El resultado de esta 
restricción ha sido la reducción de la cuestión de la justicia social a la de un intercambio 
de cantidades: cantidad de trabajo frente a la cantidad de salario, y de ignorar por el 
contrario todo aquello relacionado con la calidad: calidad de las personas y calidad del 
trabajo. Dicho de otra manera, la justicia social del siglo XX ha tenido como objeto 
esencial la distribución de la riqueza. 

Desde hace veinte años, esta concepción puramente patrimonial y redistributiva ha sido 
criticada sobre todo en América del Norte por un cierto número de autores que le han 
reprochado el haber ignorado las desigualdades basadas en el sexo, el origen, la etnia, la 
orientación sexual o las convicciones religiosas. De esta forma se ha desarrollado una 
nueva concepción de justicia social, una justicia de reconocimiento, destinada a 
responder a las «luchas por el reconocimiento» llevadas a cabo por estas minorías24. 
Esto se ha traducido en derecho positivo por una extensión considerable del número de 
discriminaciones prohibidas. 

La novedad esencial de los debates contemporáneos sobre la justicia social consiste por 
tanto en no definir a esta última — o ya no solamente — en términos de justa 
distribución de los bienes, sino en términos de justo reconocimiento de las personas. Así 
focalizados en la dicotomía del haber y el ser, estos debates han por el contrario 
mantenido en la sombra una tercera dimensión de la justicia social — la del obrar —, es 
decir, del trabajo como tal25. Esta dimensión se perfilaba sin embargo en el Preámbulo 
de la Constitución de la OIT, que llama a un «régimen de trabajo realmente humano»26. 
Se detalla más específicamente en la Declaración de Filadelfia, que cuenta entre los 
derechos fundamentales de los trabajadores, el de tener «la satisfacción de dar toda la 
medida de su habilidad y de sus conocimientos y de contribuir al bienestar común» (art. 
III-b). Dicha dimensión ha reaparecido recientemente en el programa de trabajo 
decente, que tiene como objetivo proporcionar a las personas «mejores perspectivas de 
desarrollo personal e integración a la sociedad, libertad para que la gente exprese sus 
opiniones, organización y participación en las decisiones que afectan sus vidas»27. 
Negada desde hace mucho, esta dimensión de la justicia social en la actualidad es 
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esencial tanto por razones de seguridad de las personas como por razones de 
protección del medioambiente. 

A medida que el taylorismo cede su lugar a la dirección por objetivos, la subordinación 
toma un nuevo rumbo: el de una programación del trabajador. Ya no se le pide 
desconectar su cerebro para actuar en forma mecánica, por el contrario debe conectarlo 
en los flujos de información y reaccionar para alcanzar los objetivos que le han sido 
asignados. Ampliada por la informática, este control cerebral ejercido por la 
organización del trabajo ha entrañado al final del siglo XX nuevos riesgos desconocidos 
en la época industrial: los riesgos de lesión a la salud mental. A diferencia de los riesgos 
industriales de la época fordista, este tipo de riesgos afecta tanto (si no más) a los 
gerentes como a los ejecutores28. Y no se los puede impedir sin cuestionar las decisiones 
de la organización de la producción, que hasta el presente estaban excluidas del campo 
de la negociación colectiva. En otras palabras, sin reintegrar en el perímetro de la 
justicia social la cuestión del sentido y del contenido de las tareas asignadas a cada uno, 
de modo que todos los trabajadores tengan la «satisfacción de dar toda la medida de su 
habilidad y de sus conocimientos y de contribuir al bienestar común». 

Esta búsqueda de una división justa del trabajo también se impone por razones 
ecológicas ya que el trabajo no es solo el objeto de las relaciones entre los hombres, es 
también el lugar de la relación de los hombres con la naturaleza. La forma en la que se 
ha concedido y organizado tiene por tanto un impacto considerable sobre nuestra 
comunidad. Desde los tiempos modernos y los inicios de la tecnociencia, la tierra ya no 
es considerada como el medio vital del hombre, cuyo trabajo debe respetar los 
equilibrios, sino como un objeto a su disposición. Sería su «maestro y posesor» y podría 
explotar sus recursos indefinidamente. Se trata de una ficción, ya que el hombre 
depende más de la Tierra, que la Tierra del hombre. Como la del trabajo mercantil, a la 
cual está estrechamente vinculada, esta ficción es sostenible mientras los Estados sigan 
siendo los garantes del largo plazo de la sucesión de las generaciones y sometan el uso 
del trabajo y de la naturaleza a normas que los protejan de la sobreexplotación. Estos 
marcos se desmoronan con la globalización. Imaginamos el mundo como una «aldea 
global», en la que cada habitante puede especializarse en la actividad más rentable para 
él y en la que puede comercializar libremente con todos los demás. Esta visión del 
mundo como «aldea global» se sostiene gracias a la revolución informática, que elimina 
las distancias en la circulación de los signos29. Pero es engañosa tratándose de la 
producción y de la circulación de las cosas, que permanecen ancladas en la diversidad 
de los medios naturales. 

Por ejemplo, es así que se considera que la cría de gallinas o cerdos podría ser el objeto 
de una especialización internacional, regulada por la «ventaja comparativa» de una 
organización industrial «sin terrenos» y de una mano de obra a bajo coste, cuyos 
productos podrían ser exportados en el mundo entero a través de medios de transporte 
por carretera o marítimos, ellos mismos «regulados» por la competencia y la búsqueda 
de precios aún más bajos. Este tipo de organización internacional del trabajo tiene un 
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coste humano y ecológico exorbitantemente ignorado por los precios de mercado. Para 
decirlo en términos económicos, este sistema engendra enormes externalidades 
negativas. La ganadería industrial desarrollada de forma masiva en Europa se basa en la 
sobreexplotación de los ganaderos integrados en la industria alimentaria o de 
trabajadores desplazados y mal pagados. Es la causa de una contaminación masiva de 
los suelos y de las fuentes de agua. La exportación de esta carne congelada requiere un 
transporte por carretera o marítimo cuya huella de carbono ha experimentado un 
aumento vertiginoso30 y prohíbe a los países de importación toda posibilidad de 
desarrollo endógeno de una ganadería de tamaño humano31. 

Una justa división del trabajo no puede por tanto ignorar esta dimensión ecológica. La 
organización del trabajo no solo debe tener sentido para quienes la ejecutan, sino que 
ella también debe respetar el medio ambiente para «contribuir al bienestar común». 
Estas dos dimensiones de trabajo son las dos caras de una misma moneda, ya que lo que 
la Constitución de la OIT que designa como «régimen de trabajo realmente humano» es 
un régimen que preserva el ecosistema al cual pertenece el hombre. 

II – Las vías de la justicia social internacional 

Estas nuevas dimensiones de la justicia social siguen siendo totalmente ignoradas por 
los Estados, siempre atrapados en el programa neoliberal de la década de los 70, sin 
embargo están muy bien vistas por las grandes empresas transnacionales, que se 
encuentran directamente enfrentadas a los peligros de la globalización. La conciencia de 
estos peligros conduce a la mayoría de ellas a reivindicar su «Responsabilidad social y 
medioambiental». Alentadas por la moral, o por la inteligencia de sus intereses a largo 
plazo, ellas pretenden establecerse sobre una base puramente voluntaria al servicio de 
la seguridad o del bienestar de todas sus «partes interesadas» (stakeholders): sus 
asalariados y sus clientes, pero también sus propietarios, (filiales, subcontratistas, 
proveedores). Salvo excepciones, estos compromisos forman parte de lo que se 
denomina el soft law, una legislación «blanda». Su fuerza normativa depende de la 
sinceridad de quienes los toman. Así resurgió a escala internacional la práctica del 
paternalismo, tal como estaba desarrollada en la escala internacional antes de la 
edificación del Estado Social. No obstante, numerosos signos muestran que a semejanza 
de la evolución histórica del paternalismo de antaño, esta legislación blanda está 
destinada a endurecerse. La responsabilidad social y medioambiental en efecto no 
puede tomarse en serio hasta que no esté garantizada por un Tercero imparcial, y 
referida a las normas comunes y oponible a todas las personas. 

¿Qué garante? 

En principio quien garantiza la ejecución no tiene una verdadera obligación jurídica sin 
un Tercero imparcial, que sea juez o administrador. En derecho comercial internacional 
—  y es lo que le otorga su «dureza» —  este puesto de Tercero está ocupado por el 
Órgano de solución de diferencias de la OMC y los mecanismos de sanciones disuasivas 
de que dispone32. En materia social y medioambiental, por el contrario, el Tercero está 



12 

ausente y la legislación es «blanda». Puesto que su responsabilidad social o 
medioambiental está gravemente amenazada, con todos los riesgos económicos que 
entrañan, las grandes empresas se encuentran en la búsqueda de este Tercero 
imparcial. Así, el drama del Rana Plaza ha dado lugar a la firma de un acuerdo entre 
grandes empresas de distribución y federaciones sindicales internacionales, que ha sido 
firmado bajo los auspicios de la OIT33. 

Pero la OIT no dispone ni de un tribunal, ni de un sistema de sanciones comparable al de 
la OMC, que permitirían obligar a los Estados a tomar en serio sus responsabilidades 
sociales. Peor aún, su sistema de supervisión de las normas internacionales del trabajo 
atraviesa una crisis sin precedentes. Desde 2012, la organización internacional de 
empleadores niega a la Comisión de expertos todo poder de interpretación de los 
convenios de los que ella controla su aplicación34. Es exacto que a pesar de la calidad de 
sus miembros y del rigor de sus procedimientos, esta Comisión no es una jurisdicción. 
No está sometida al principio de contradicción y sus consejos no tienen la autoridad de 
la cosa juzgada. Por tanto no sin razón, el grupo de empleadores le niega un verdadero 
poder de interpretación de las normas internacionales del trabajo. Pero tampoco sin 
hipocresía, puesto que siendo parte del litigio sobre la interpretación del Convenio núm. 
87 que ha desencadenado la crisis, este grupo se ha opuesto a las dos soluciones 
propuestas por la Constitución de la OIT para resolverlo: la remisión al Tribunal de 
Justicia Internacional o la creación del tribunal previsto por el artículo 37 párrafo 2. 
Este rechazo es testigo de una voluntad de asumir el papel de juez y parte de este litigio 
pues, dado que contrariamente a las previsiones de la Constitución de la OIT, la 
interpretación de los convenios controvertidos estaría subordinada al mero poder de 
aquellos que los han adoptado (por ejemplo, del Consejo de Administración o de la 
Conferencia Internacional del Trabajo), el principio de la separación de poderes no 
estaría más asegurado y estos convenios tampoco se regirían por una legislación dura, 
pero una vez más por una legislación blanda, es decir, un derecho cuya interpretación 
queda librada a la buena voluntad de quienes las formulan. 

Por tanto, no se descarta que el puesto de garante internacional de los derechos sociales 
fundamentales acabe por corresponder al Órgano de llamada permanente de la OMC. El 
Acuerdo general sobre aranceles y comercio (GATT)35, presenta algunos intersticios 
jurídicos36, que permiten autorizar a un país a cerrar su mercado a productos 
fabricados en violación de estos derechos. Pero sería evidente y totalmente ilusorio 
pensar que esta vía todavía hipotética pudiera ir más allá de la sanción por las 
violaciones más graves de los derechos más elementales, ya que ningún aspecto de su 
constitución le confiere a la OMC la misión de vigilar la justicia social internacional. 

A falta de un garante reconocido internacionalmente, el cuestionamiento de la 
responsabilidad social y medioambiental de las empresas como las de los Estados entra 
dentro de las competencias de las jurisdicciones nacionales o regionales. Estas se 
encuentran directamente enfrentadas a la esquizofrenia del orden jurídico 
internacional, del que deben igualmente aplicar las normas sociales y comerciales. La 



13 

Unión Europea ofrece un excelente ejemplo de este conflicto de lógicas jurídicas. Por un 
lado, el Tribunal de Justicia de la Unión apoyado por la acción de la Troika en los países 
endeudados, exige desde 2007 que los derechos sociales cedan en la medida de lo 
posible frente a las libertades económicas. Por otro lado, El Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos, así como cierto número de tribunales constitucionales (en 
particular en Alemania, Portugal o Italia) e instancias internacionales como el Comité 
europeo de los derechos sociales o la Comisión de expertos de la OIT, se oponen a esta 
orientación tanto como les es posible y recuerdan a los Estados sus obligaciones 
sociales.37 El juez nacional todavía es a día de hoy el que está mejor preparado para dar 
cierto impacto extraterritorial a la justicia social. Pero esto no es posible sin 
arrepentimientos y contradicciones, como lo muestra la sentencia de Kiobel, según el 
cual el Tribunal Supremo casi ha vuelto a cerrar la puerta de la Alien Tort Claims Act en 
caso de violación grave de los derechos fundamentales cometidos fuera del territorio de 
los Estados Unidos38. Tal prudencia por parte del Tribunal Supremo contrasta con el 
imperialismo jurídico, demostrado por su parte por el Departamento de Justica de los 
Estados Unidos respecto de las empresas en materia de embargos o de lucha contra la 
corrupción39. 

La capacidad de los jueces nacionales de imponer la observación de un cierto aspecto 
social o medioambiental internacional es, por tanto, real. Es una de las razones por las 
que se busca alejar su competencia en los acuerdos internacionales de inversión, 
estipulando las cláusulas de arbitraje. Estas cláusulas privatizan la función de juzgar, 
confiándola a árbitros con el poder de sancionar a los Estados que intentaran endurecer 
la legislación en estos ámbitos40. Se permite dudar seriamente de la aptitud y de la 
imparcialidad de estos árbitros. Su limitada especialización en derecho de asuntos 
internacionales no llega a nutrir su inteligencia en las cuestiones sociales y 
medioambientales41. Y las grandes empresas eran sus principales clientes en el mercado 
del arbitraje y de la consultoría jurídica, los árbitros dependen económicamente de su 
control42. Ya iniciada en los acuerdos bilaterales de inversión, esta custodia de los 
Estados por una justicia privada se extendería considerablemente si los tratados de 
libre intercambio transatlántico43 y transpacífico44 en vías de negociación con los 
Estados Unidos llegaran a imponerlo en las opiniones públicas hostiles. Sin poder 
ignorar esta hostilidad, el Parlamento Europeo solicitó a los negociadores del Tratado 
transatlántico que descartaran toda cláusula de arbitraje en beneficio «de jueces 
profesionales independientes nombrados por los poderes públicos» con el fin de evitar 
«que los objetivos de política pública se vean comprometidos por intereses privados»45. 
La toma de conciencia de los riesgos que suponen estos tratados no se limita a la 
cuestión del arbitraje. Esta también concierne el respeto de las normas sociales. 

¿Qué normas? 

Desde hace cuarenta años, el prototipo internacional consiste en la desregulación del 
derecho del trabajo y de la seguridad social. El aumento del desempleo y la precariedad, 
la profundización vertiginosa de las desigualdades, los desastres ecológicos y las 



14 

migraciones masivas provocadas por estos desajustes, obligarán a que tarde o temprano 
los Estados vuelvan a cuestionar los dogmas del neoliberalismo y a retirarse de la 
carrera por el menor coste social. Tres vías jurídicas se diseñan para elaborar la política 
social y medioambiental de la competencia cuyo mundo la necesita tanto. 

La primera es la de los acuerdos bilaterales del comercio. Expulsada de la organización 
multilateral del comercio por la Declaración de Singapur, la cláusula social está de 
retorno en estos acuerdos bilaterales, tal como en los sistemas de preferencias 
generalizadas instituidos por los Estados Unidos y la Unión Europea46. Un estudio 
exhaustivo recientemente conducido bajo los auspicios de la OIT permite hacerse una 
idea de la amplitud de este movimiento, cuya dinámica concierne tanto el número de 
acuerdos como las cuestiones sociales que se han abordado47. También muestra el 
carácter promocional de la mayoría de estas cláusulas, que comprometen a los países 
signatarios en programas de cumplimiento (compliance) aparejados de ayudas de la 
parte fuerte del acuerdo. Ironía de la historia, el rechazo por parte de los países «en 
desarrollo» de la cláusula social en un marco multilateral los condujo a situarse en la 
lealtad de los países «desarrollados» para la definición de sus prioridades sociales. 

Donde todavía no se ha silenciado por completo, la democracia obligará a los dirigentes 
políticos a subordinar la apertura de su mercado al respeto de las disciplinas sociales y 
medioambientales. La resolución del Parlamento Europeo ya evocada relativa al 
proyecto del tratado de libre intercambio transatlántico da muestra de esta presión. Su 
preámbulo subraya que los «flujos de comercio y la inversión no son fines en sí mismos 
(...); que un acuerdo comercial sólido y ambicioso no debe solamente centrarse en 
reducir las tarifas y las barreras no tarifarias, sino también en permitir proteger a los 
trabajadores, los consumidores y el medio ambiente»48. Por consiguiente, se ha 
recomendado a los negociadores europeos a «garantizar que el capítulo de desarrollo 
sostenible sea vinculante y con fuerza ejecutoria y que tenga como objetivo la 
ratificación, la aplicación y el cumplimiento pleno y efectivo de los ocho convenios 
fundamentales de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y de su contenido, del 
Programa de Trabajo Decente de la OIT y de los acuerdos internacionales 
fundamentales en materia de medio ambiente». También se les ha ordenado «garantizar 
asimismo que la aplicación de las disposiciones laborales y su cumplimiento estén 
sujetos a un proceso de seguimiento eficaz en el que participen los interlocutores 
sociales y representantes de la sociedad civil, y al mecanismo general de solución de 
diferencias aplicable a todo el acuerdo». 

Por supuesto, solo se trata de recomendaciones. Pero proviniendo de la sola instancia 
democrática de la Unión Europea, son prueba de una pérdida de fe en las virtudes 
espontáneamente beneficiosas del libre intercambio y de una voluntad política lo 
bastante nueva para subordinarlo, no solo al respeto de los derechos fundamentales, 
sino también a la mejora general de la protección del trabajo y del medioambiente. La 
vía así diseñada es prometedora. Actualmente, solo los acuerdos intercontinentales 
integrados son susceptibles de establecer las bases de un « justo» intercambio, 
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subordinando la liberalización del comercio al bienestar de los hombres y a la 
preservación de su medio ambiente. 

Una segunda vía consistiría en dar una base jurídica a la responsabilidad social de las 
empresas, dejándoles un amplio margen de autonomía durante su puesta en marcha. 
Evocada en la resolución del Parlamento Europeo, en la India se ha experimentado un 
semejante endurecimiento jurídico de la Responsabilidad Social Empresarial (RSE), 
cuya Ley de sociedades de (Companies Act) impone desde 2013 a todas las grandes 
empresas dedicar al menos un dos por ciento de sus beneficios netos medios en la 
prosecución de la RSE49. Mucho más tímida, la Unión Europea se contenta a día de hoy 
con imponer a las empresas con más de 500 asalariados a introducir información 
medioambiental y social en sus informes financieros50.  

Por último, pero no menos importante, tratándose de normas sociales internacionales, 
hay que preguntarse cómo dar a las normas de la OIT una fuerza jurídica a la altura de 
su incontestable legitimidad. La dificultad aquí es bien conocida y data de 1919, cuando 
Estados Unidos se opuso a las propuestas europeas dirigidas a que los convenios 
adoptados por una mayoría de 2/3 por la Conferencia internacional del trabajo fueran 
de aplicación directa en todos los países presentes51. El resultado de esta oposición es 
que las normas internacionales del trabajo elaboradas por la OIT están sujetas a un self-
service normativo. Cada Estado, libre de elegir aquellas a las que se someterá, puede 
ratificar solo un pequeño número52. 

El reflujo de los objetivos de justicia social internacional que ha tenido lugar desde los 
años 70 ha puesto al día la brecha entre la misión universal de la OIT y su impotencia 
jurídica para colmarla. En su Declaración de 1998, ella intentó restaurar su autoridad 
recordando a sus Estados Miembros las obligaciones que les incumben por el solo hecho 
de su adhesión. De un mismo movimiento, buscaba así en su Constitución la base 
jurídica universal que hacía falta en sus convenios y conseguir que ocho de estos 
convenios (designados como «fundamentales») fueran ratificados por el mayor número 
de Estados posibles. 

Se comprende el razonamiento, pero también se aprecia su inconveniente, que consiste 
en renunciar a los objetivos de la justicia social de la Declaración de Filadelfia para 
replegarse sobre la defensa de un número mínimo de derechos fundamentales. Vincular 
las obligaciones constitucionales de los Estados Miembros a un pequeñísimo número de 
convenios que deberían expresarlos, socava la legitimidad de todos los demás convenios 
internacionales del trabajo, cuyo carácter puramente facultativo y voluntario se 
encuentra así remarcado. Sin duda consciente de este inconveniente, la OIT ha 
cambiado de método en su Declaración de 2008, que promueve el programa de trabajo 
decente refiriéndose a las bases constitucionales de la OIT, pero sin seleccionar un 
pequeño número de convenios que le corresponderían. Pero la OIT entonces se 
encuentra de nuevo atrapada en una legislación blanda y en declaraciones de intención 
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que no tienen mucho peso frente a la potencia de intereses en juego en el comercio 
internacional. 

Existe algún modo para salir de esta situación. Consiste en conferir una oponibilidad 
erga omnes a la ratificación por un Estado de los convenios de la OIT. La adopción de 
estos convenios por la Conferencia internacional del trabajo les da en efecto una 
legitimidad incontestable, aunque solo sean en razón de la mayoría calificada de dos 
terceros a los que se supone que tiene que reunir53. Cada Estado Miembro de la OIT es 
por tanto libre de ratificar o no un Convenio adoptado, pero su pertenencia a la OIT le 
obliga a motivar esta decisión y a dar cuenta de su legislación y su práctica en cuanto a 
la cuestión objeto de este convenio54. Con más razón, debemos considerar que su 
pertenencia a la OIT le prohíbe comprometer la puesta en marcha de este convenio por 
los Estados que lo han ratificado. Para retomar los términos del preámbulo de la 
constitución de la OIT, ningún Estado miembro debe constituir «un obstáculo a los 
esfuerzos de otras naciones que deseen mejorar la suerte de los trabajadores en sus 
propios países». Un Estado que no ratifica una convención seguramente no la pondrá en 
práctica en su territorio, pero debe respetar su aplicación en el territorio de otros 
países. A esta obligación de respetar la ratificación de otros Estados, debería 
corresponder el derecho para estos otros Estados de abrir sus mercados solo a los 
miembros de la OIT que hayan ratificado los mismos convenios que ellos. Una 
interpretación así permitiría acabar con el sistema de la «doble pena» que golpea a los 
Estados que ratifican los convenios. Una posibilidad erga omnes de los convenios 
ratificados sería ciertamente un sistema preferible a la imposición de las cláusulas 
sociales en los acuerdos bilaterales del comercio, cuyo contenido y su puesta en práctica 
dependen de la correlación de las fuerzas a menudo desigual entre las partes en esos 
acuerdos. Una vía así, para poder ser factible, supondría sin embargo que la OIT pudiera 
desempeñar plenamente su papel de garante de la aplicación efectiva de los convenios 
en los países que los han ratificado. En caso contrario, los Estados podrían ratificar 
sencillamente los convenios que no se pondrían en práctica. La cuestión del garante y la 
de las normas son indisociables y la justicia social internacional ya no puede prescindir 
de juez ni de leyes. 

No cabe esperar que todos los Estados del mundo coincidan en normas internacionales 
ambiciosas y respetadas por todos. Pero es realista pensar que algunos Estados, 
decididos a lograr que se respeten en sus territorios normas sociales y 
medioambientales exigentes, supeditan el acceso a sus mercados al respecto de las 
reglas desde un nivel comparable, iniciando así un movimiento de emulación positiva. 

1.° de septiembre de 2015 

                                                           
1 We have come to a clear realization of the fact that true individual freedom cannot exist without economic 
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